
C.A. de Santiago

Santiago, veintiséis de mayo de dos mil veintiséis.

Vistos y teniendo presente:

Primero: Que, con fecha 24 de octubre de 2025, comparece doña

Magdalena Verónica Canales González, abogada (posteriormente sustituida

por doña Nelly Esther Carrera Henríquez), en representación de don ____, 
interponiendo acción constitucional de protección

en contra de la Dirección General de Carabineros de Chile, representada

por su General Director, don Marcelo Leonardo Araya Zapata.

En cuanto a los hechos, expone que el recurrente, con grado de

Sargento 2° de Carabineros, fue objeto de la Resolución Exenta N° 657, de

30 de diciembre de 2021, dictada por la Prefectura Santiago Oriente, la cual

dispuso la medida disciplinaria expulsiva de "baja por conducta mala con

efectos inmediatos", sujeta al resultado del Sumario Administrativo Orden

N° 16.385/1. Dicho sumario se inició a raíz de un procedimiento policial por

violencia intrafamiliar al que acudió el actor en la misma fecha, durante el

cual un ciudadano lo acusó (junto a otro funcionario) de sustraer dinero de

su mochila.

Afirma que, a la fecha de interposición del recurso, han transcurrido

más de cuatro años de investigación sin que exista una resolución de

término, excediendo con creces los plazos establecidos en el Reglamento

de Sumarios Administrativos N° 15 y el artículo 20 del Reglamento de

Disciplina N° 11. Agrega que en sede penal (RIT 7419-2021), la justicia

decretó la absolución al no lograr convicción sobre el supuesto hurto.

Añade que esta dilatación irracional del sumario le ha privado de

remuneraciones por más de cuatro años, y como consecuencia directa, la

Dirección de Bienestar de Carabineros incoó en su contra un juicio civil (Rol

C-11519-2024, 28° Juzgado Civil de Santiago) que culminó con sentencia

de 15 de septiembre de 2025 ordenando la restitución de la vivienda fiscal

que habita junto a su cónyuge —quien padece un delicado estado de salud

oncológico— y sus tres hijos menores de edad.

Denuncia que el actuar de la recurrida vulnera el principio de

decaimiento del acto administrativo, y lesiona las garantías fundamentales

consagradas en el artículo 19 N° 1 (integridad física y psíquica), N° 2

(igualdad ante la ley), N° 3 inciso quinto (debido proceso) y N° 24 (derecho
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de propiedad) de la Constitución Política de la República. Solicita se declare

desierto (por decaimiento) el sumario administrativo, se suprima los efectos

de la Resolución Exenta N° 657 y se suspenda o deje sin efecto la

sentencia del juicio civil precitado.

En presentación de folio 27 la parte recurrente alega la configuración

en el caso del recurrente de la prescripción de la acción para perseguir y

hacer efectiva su responsabilidad disciplinaria, en razón de lo dispuesto por

el artículo 36 bis de la Ley N°18.961.

Segundo: Que, al informar la Dirección de Justicia de Carabineros de

Chile, solicita el rechazo de la acción, con costas. Alega la falta de

legitimación	pasiva,	argumentando	que	la	Dirección	General	de

Carabineros, al no detentar la calidad de autoridad de la cual emana el acto

supuestamente agraviante, toda vez que la instrucción y sustanciación del

sumario administrativo corresponden privativamente a la Prefectura

Santiago Oriente y que su intervención se produciría en una etapa eventual

y posterior de conocimiento de recursos.

Reconoce la dictación de la Resolución Exenta N° 657 y la instrucción

del Sumario N° 16.385/1. Expone que la medida expulsiva inicial obedeció a

la gravedad de los hechos denunciados y el eventual incumplimiento de

deberes militares.

Indica que el sumario no se encuentra afinado pero sigue en

tramitación; de hecho, en la Ampliación de la Vista Fiscal de 17 de

noviembre de 2025, a la luz de los antecedentes (incluyendo la falta de

pruebas del hurto), el Fiscal en Comisión propuso modificar la medida

expulsiva inicial por una sanción de "cinco días de arresto con servicios", lo

cual fue notificado a la defensa del recurrente en enero de 2026 para que

presentara sus descargos.

Rechaza la teoría del decaimiento invocada por la actora,

argumentando, conforme a la reiterada jurisprudencia de la Contraloría

General de la República (Dictámenes N° 30.684 de 2014 y 39.248 de 2017)

y de la Corte Suprema, que los plazos para instruir sumarios no son fatales,

y su mero vencimiento no produce la caducidad ni la invalidación del

procedimiento, constituyendo una demora excusable justificada por la

tramitación probatoria. Por tanto, aduce que no existe acto ilegal o arbitrario,

habiendo actuado dentro del marco de sus potestades disciplinarias.
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Tercero: Que el recurso de protección de garantías constitucionales

establecido en el artículo 20 de la Constitución Política de la República

constituye jurídicamente una acción de naturaleza cautelar, destinada a

amparar el legítimo ejercicio de las garantías preexistentes mediante la

adopción de medidas de resguardo ante un acto u omisión arbitrario o ilegal

que impida, amague o moleste dicho ejercicio.

Cuarto: Que la alegación o excepción de falta de legitimación pasiva,

debe ser descartada, desde que la recurrida aparece como la autoridad

representativa de la entidad a la que se encontrado vinculado el recurrente,

cuya medida de baja ha sido dispuesta y cuestionada por la excesiva e

injustificada del proceso e investigación por la institución, bajo la normativa

que la rige, no resultando procedente su posición de que su intervención se

ve limitada a la eventual interposición de recursos, puesto que frente al

administrado funcionario y a la comunidad, la emplazada es quien tiene la

supervigilancia de los órganos y funcionarios a cargo, pudiendo en razón de

ello defender y expresar lo pertinente en relación al actuar de Carabineros

de Chile en este caso.

Quinto: Que, abocándose esta Corte al análisis de las peticiones

concretas formuladas por la parte recurrente, es menester desestimar de

plano aquella pretensión dirigida a suspender, anular o dejar sin efecto la

sentencia dictada por el 28° Juzgado Civil de Santiago en la causa Rol C-

11519-2024 (juicio de término de contrato de arrendamiento y restitución de

inmueble fiscal). Como es de conocimiento jurídico asentado, la acción de

protección no constituye una instancia de revisión jurisdiccional ni un

mecanismo de sustitución de los recursos procesales ordinarios. Así las

resoluciones dictadas por tribunales competentes, en el ejercicio de sus

facultades y mediante un procedimiento legalmente tramitado, no pueden

ser alteradas por esta vía cautelar, toda vez que no revisten el carácter de

actuaciones ilegales o arbitrarias controlables mediante el artículo 20 de la

Carta Fundamental.

Sexto: Que, en cuanto al reproche dirigido contra la extensa

tramitación del Sumario Administrativo N° 16.385/1 bajo la figura del

"decaimiento" del procedimiento administrativo, cabe señalar que el artículo

27 de la Ley N°19.880 establece que el procedimiento administrativo no

podrá exceder de 6 meses desde su iniciación hasta la fecha que se emita
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la decisión final, salvo caso fortuito o fuerza mayor. Si bien tanto la doctrina

como la jurisprudencia judicial y administrativa coinciden en que dicho plazo

no es fatal para la Administración, aquello no importa que ésta pueda

mantener el procedimiento administrativo inconcluso de manera permanente

en el tiempo, pues en su tramitación debe observar los principios que rigen

el procedimiento administrativo, a saber: eficiencia, eficacia, celeridad y

conclusivo, conforme a los cuales se debe garantizar al administrado un

procedimiento y una investigación racional y justa conforme al mandato del

artículo 19 N°3 de la Constitución Política de la República.

Dicho lo anterior, en el caso de marras se trataba de investigar un

hurto y el plazo que ha demorado la instrucción de la investigación sumaria,

más de cuatro años, excede toda racionalidad, eficacia y oportunidad que

no es posible de soslayar con la argumentación habitual de que el plazo

establecido en el artículo 27 de la Ley N°19.880 no es fatal.

Séptimo: Que el “decaimiento” ha sido reconocido por nuestra

doctrina y jurisprudencia como un medio de extinción de un procedimiento

sancionatorio, debido precisamente a la excesiva dilación en su

sustanciación, que es lo que se verifica en la especie. En este desarrollo la

jurisprudencia ha definido el decaimiento como la extinción de un acto

administrativo provocada por circunstancias sobrevinientes de hecho o de

derecho, que afectan su contenido jurídico tornándolo inútil o abiertamente

ilegítimo. Así entonces, puede sostenerse que el decaimiento de los actos

de la administración se produce en el contexto del demérito o pérdida de

eficacia.

En el caso concreto, al haberse extendido la investigación sumaria

por más de 4 años respecto al recurrente, sin que la administración haya

demostrado suficientemente que la demora de ello se haya producido por

una razón que legalmente pueda justificar -caso fortuito o fuerza mayor-

queda en evidencia la ineficiencia del órgano en el uso de recursos y

atribuciones para el cumplimiento de su actividad, consecuencia de lo cual

correspondería declarar, de conformidad a lo previsto en el artículo 40 inciso

segundo de la Ley N°19.880, la imposibilidad material de continuar dicho

proceso, y como consecuencia de ello, declarar que Carabineros de Chile

ha incurrido en un acto ilegal, lo cual ya sería suficiente para acoger el
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presente recurso de protección, y declarar decaído el procedimiento

administrativo sancionatorio.

Octavo: Que, sin perjuicio de lo señalado en el motivo precedente, y

dada la facultad de esta Corte para restablecer el imperio del derecho

aplicando la normativa atinente a los hechos expuestos de manera

incontrovertida, corresponde considerar en estrecha relación con lo anterior,

la prescripción de la acción disciplinaria, que ha sido también alegado por el

recurrente durante este proceso.

Al respecto, la Ley N° 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros

de Chile, en su artículo 36 bis, prescribe expresamente que: "La

responsabilidad administrativa del personal de Carabineros de Chile

prescribirá en el plazo de cuatro años contado desde la fecha en que se

hubieren cometido los hechos que le den origen". Dicho precepto agrega

que el plazo de prescripción se suspende con la formulación de cargos en el

sumario respectivo. Sin embargo, resulta de toda lógica, que la suspensión

del plazo no puede extenderse indefinidamente en el tiempo, debiendo

entenderse que el Estado cuenta con un límite temporal máximo

-equivalente al plazo de prescripción mismo- para afinar el procedimiento

sancionatorio.

Noveno: Que, aplicando la norma citada al caso de autos, fluye que

los hechos investigados acontecieron el 30 de diciembre de 2021. A la fecha

en que se examina el presente recurso, han transcurrido más de cuatro

años completos sin que la Institución haya dictado el acto administrativo

terminal que imponga una sanción o absuelva de forma definitiva al

funcionario sumariado.

Mantener una investigación disciplinaria en suspenso y prolongar una

medida gravosa de "baja inmediata" por un lapso superior a los cuatro años

(tiempo que la propia ley ha fijado como límite para la persecución de la

responsabilidad), constituye no solo una vulneración a la seguridad jurídica,

sino que consolida la prescripción extintiva de la acción disciplinaria,

perdiendo la Administración su potestad sancionadora respecto de estos

hechos específicos.

Décimo: Que, establecida también la procedencia de la prescripción

de la acción disciplinaria, el mantenimiento de la Resolución Exenta N° 657,

de 30 de diciembre de 2021, que dispuso la separación inmediata de las
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filas del actor con privación total de sus remuneraciones durante todo este

período, deviene en un acto arbitrario e ilegal. Resulta doblemente irracional

si se observa —según el propio informe de la recurrida— que la última

Ampliación de la Vista Fiscal de noviembre de 2025 propuso una sanción de

apenas "cinco días de arresto", lo que hace aún más desproporcionado e

injustificado que el recurrente siga apartado de la Institución y privado de su

sustento económico.

Undécimo: Que la mantención de esta situación fáctica y jurídica

amaga de forma directa el derecho de propiedad del recurrente (artículo 19

N°24 de la Constitución Política de la República) sobre las remuneraciones

inherentes a su cargo del cual fue apartado ilegítimamente por un lapso

superior a los límites legales sancionatorios, constituyendo una diferencia

de trato arbitraria (artículo 19 N°2), motivos por los cuales el presente

arbitrio será acogido, en los términos que se indicarán en lo resolutivo.

Por estas consideraciones y de conformidad, además, con lo

dispuesto en el artículo 20 de la Constitución Política de la República y en el

Auto Acordado de la Excma. Corte Suprema sobre Tramitación y Fallo del

Recurso de Protección de Garantías Constitucionales, se acoge, sin costas,

el recurso de protección deducido por la abogada doña Nelly Esther Carrera

Henríquez, en representación de don ____, en

contra de la Dirección General de Carabineros de Chile, sólo en cuanto se

declara que el procedimiento disciplinario de que ha sido objeto el actor ha

perdido su eficacia por la excesiva e injustificada dilación en su tramitación,

lo que impide que la resolución sancionatoria emanada en su contexto

conserve validez práctica y razonabilidad jurídica. Por consiguiente, se

declara que la acción disciplinaria derivada de los hechos investigados en el

Sumario Administrativo Orden N° 16.385/1 ha quedado sin efecto,

dejándose sin aplicación la Resolución Exenta N° 657, de 30 de diciembre

de 2021, de la Prefectura Santiago Oriente, toda vez que aquella resolución

se sustenta en un procedimiento que, por su prolongación injustificada,

vulnera el principio de conclusividad y la exigencia de razonabilidad en el

ejercicio del poder sancionador.

En consecuencia, se ordena a la recurrida reincorporar al actor a las

filas de la Institución en el grado que ostentaba, debiendo procederse al

pago íntegro de todas sus remuneraciones, cotizaciones previsionales y



[image: ]Este documento tiene firma electrónica y su original puede ser validado en http://verificadoc.pjud.cl

Código: MMFUCXRTQBJ

demás asignaciones legales devengadas durante el tiempo que duró la

separación de sus funciones, regularizando a la brevedad su situación

funcionaria.

Acordada con el voto en contra del ministro suplente Matías de la

Noi Merino, quien estuvo por rechazar el recurso de protección, teniendo

únicamente presente para decidir así que las peticiones del recurrente

exceden los márgenes de lo que permite hacer el artículo 20 de la Carta

Fundamental, a saber, restablecer el imperio del derecho y asegurar la

debida protección del afectado, toda vez que las medidas solicitadas no

están previstas por la ley como consecuencia de la situación de hecho que

se invoca como fundamento de la acción, consistente en la excesiva

dilación de la tramitación del sumario administrativo; a diferencia de si, por

ejemplo, pretendiera con su recurso constitucional que se ordenara a la

autoridad afinar la tramitación del sumario a la brevedad o dentro de un

plazo razonable.

Regístrese, comuníquese y archívese en su oportunidad.

Redacción a cargo de la Ministra Carolina Brengi Zunino.

No firma la ministra señora Carolina Brengi Zunino, no obstante haber

concurrido a la vista de la causa y al acuerdo, por encontrarse ausente.

N° Protección-23281-2025.
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Pronunciado por la Sexta Sala de la C.A. de Santiago integrada por Ministro Matias Felipe De La Noi M. y Abogada Integrante Magaly Carolina Correa F. Santiago, veintiseis de mayo de dos mil veintiseis.
En Santiago, a veintiseis de mayo de dos mil veintiseis, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario la resolución precedente.
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